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Buen Gobierno 

PRESIDENCIA 

ASUNTO: Resolución de reclamación presentada al amparo del artículo 24 de la 
Ley 1912013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno 

En respuesta a la Reclamación presentada por , con 
entrada el 23 de mayo de 2017, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, 
considerando los antecedentes y fundamentos jurídicos que se especifican a 
continuación, adopta la siguiente RESOLUCIÓN: 

IL ANTECEDENTES 

1. Según se desprende de la documentación obrante en el expediente, el 14 de abril 
de 2017 solicitó al MINISTERIO DE SANIDAD, 
SERVICIOS SOCIALES E IGUALDAD, en base a la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, de Transparencia, Acceso a la información pública y Buen Gobierno 
(en adelante LTAIBG), la siguiente información: 

• La evolución del número de envases, DHD (dosis habitante dfa) y CTD (coste 

tratamiento dfa) en envases y evolución del importe, DHD (dosis habitante dfa) 

y CTD (coste tratamiento dfa) en importe del medicamento Truvada por año 

desde el año 2000 hasta hoy. 

• Si no fuera posible extraer esta información del medicamento Truvada, les 

solicitarla que me aportaran la misma información del principio activo código 

J05AF30. 

2. El 19 de mayo de 2017, el MINISTERIO DE SANIDAD, SERVICIOS SOCIALES E 
IGUALDAD dictó Resolución informando a de 
lo siguiente: 

• Una vez analizada la solicitud de información sobre el medicamento Truvada, 

en virtud de la Ley 1912013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 

información pública y buen gobierno, se informa que según el articulo 106 de 

ctbg@consejodetransparencia.es 
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gestión de información sobre prestación farmacéutica del Sistema Nacional de 

Salud del Real Decreto Legislativo 1/2015, de 24 de julio, por el que se aprueba 

el texto refundido de la Ley de garantías y uso racional de los medicamentos y 

productos sanitarios, estos datos no son accesibles a particulares ni 

asociaciones, de acuerdo a los límites de acceso establecidos en la Ley 

19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y 

buen gobierno, donde en su artículo 14, punto 1, apartado h] reza que el 

derecho de acceso podrá ser limitado cuando acceder a la información 

suponga un perjuicio para los intereses económicos y comerciales. También 

sería aplicable lo establecido en el apartado 2 del mismo artículo 14. 

3. Con fecha de entrada 23 de mayo de 2017,  

presentó una Reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, 

con el siguiente contenido: 
 

 Con fecha 14 de abril de 2017 solicité al Ministerio de Sanidad, Servicios 

Sociales e Igualdad la "evolución del número de envases, DHD (dosis habitante 

día) y CTD (coste tratamiento día) en envases y evolución del importe, DHD 

(dosis habitante día) y CTD (coste tratamiento día) en importe del medicamento 

Truvada por año desde el año 2000 hasta hoy". En caso de que no fuera 

posible ofrecer esta información en referencia la medicamento Truvada se 

añadió en esa misma solicitud que "si no fuera posible extraer esta información 

del medicamento Truvada, les solicitaría que me aportaran la misma 

información del principio activo código J05AF30". 

 Los datos solicitados para el medicamento Truvada o, en su caso, para el 

principio activo código J05AF30, son los mismos que el mismo Ministerio que 

ahora deniega los datos hizo público, al menos, el 24 de noviembre de 2011 en 

el 5º Foto sobre el Sistema de Información del Sistema Nacional de Salud para 

otros 10 medicamentos. 

 Estos datos sobre medicamentos han sido publicado en más ocasiones por el 

Ministerio para la realización de notas de prensa. Pero es que, además, esta 

información está disponible en el siguiente enlace de forma pública: 

https://www.msssi.gob.es/estadEstudios/estadisticas/sisInfSanSNS/5ForoSISN

S/docs/abenedi p.pdf  

 Por todo ello, solicito que sea reconsiderada la decisión de de la Dirección 

General de Cartera Básica de Servicios del Sistema Nacional de Salud y 

Farmacia del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad y se me 

faciliten los datos solicitados. 

4. El 24 de mayo de 2017, este Consejo de Transparencia remitió el expediente al 

MINISTERIO DE SANIDAD, SERVICIOS SOCIALES E IGUALDAD, para que 

pudiera realizar las alegaciones que considerasen oportunas. El 16 de junio de 

2017, tuvieron entrada las alegaciones del Ministerio, y en ellas se indicaba lo 

siguiente: 

 

 Hay que destacar que la información aportada en dicha presentación se refiere 

a 10 grupos o clasificaciones ATC diferentes y no a medicamentos concretos, 
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mientras que en el caso de la clasificación ATC J05AF30, la información 

correspondería sólo al medicamento TRUVADA, por ser el único medicamento 

comercializado. 

 En el artículo 106, Gestión de información sobre prestaciones farmacéuticas 

del Sistema Nacional de Salud, punto 2, del Real Decreto Legislativo 1/2015, 

de 24 de Julio, se establece que la información agregada resultante del 

proceso de las recetas del Sistema Nacional de Salud, es de dominio público, 

salvando siempre la confidencialidad de la Asistencia Sanitaria y de los datos 

comerciales de empresas individualizadas. Como ya se ha comentado, en el 

caso de la clasificación ATC JOSAF30, sólo el medicamento TRUVADA, se 

encuentra comercializado, por lo que la aportación de los datos solicitados 

proporcionaría información sobre datos comerciales de la empresa. De esta 

forma se cumpliría con los límites de derecho al acceso del art. 14, h de la Ley 

19/2013. 

 En relación a la referencia de los datos publicados en la página web del 

Ministerio de Sanidad Servicios Sociales e Igualdad, se informa que los datos 

publicados se ajustan a lo dispuesto en el artículo 106 del Real Decreto 

Legislativo 1/2015, de 24 de Julio, donde se establece que se podrá suministrar 

información agregada del SNS. 

 La Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información 

Pública y Buen Gobierno, establece en la Disposición adicional primera, 

regulaciones especiales del derecho de acceso a la información pública, punto 

2, "Se regirán por su normativa específica, y por esta Ley con carácter 

supletorio, aquellas materias que tengan previsto un régimen jurídico específico 

de acceso a la información". La información sobre la Gestión de información 

sobre prestaciones farmacéuticas del Sistema Nacional de Salud está 

establecida en el artículo 106, punto 2, del Real Decreto Legislativo 1/2015, de 

24 de Julio, el cual fija las condiciones para la aportación de la información por 

parte de la Administraciones Competentes del Sistema Nacional de Salud, la 

cual será de dominio público salvando siempre la confidencialidad de la 

Asistencia Sanitaria y de los datos comerciales de empresas individualizadas. 

 Por tanto, se entiende que, en aplicación de las normas anteriormente citadas 

no procede aceptar la reclamación presentada y por tanto no procede aportar 

la información solicitada 

 

II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

 
 

1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la LTAIBG, en relación con el 

artículo 8 del Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre, por el que se aprueba el 

Estatuto del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, la Presidenta de este 

Organismo es competente para resolver las reclamaciones que, con carácter 

previo a un eventual y potestativo Recurso Contencioso-Administrativo, se 

presenten en el marco de un procedimiento de acceso a la información.  
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2. La LTAIBG, en su artículo 12, regula el derecho de todas las personas a acceder 

a la información pública, entendida, según el artículo 13 de la misma norma, como 

"los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que 

obren en poder de alguno de /os sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de 

este título y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus 

funciones".  
 

Por lo tanto, la Ley define el objeto de una solicitud de acceso a la información en 

relación a información que ya existe, por cuanto está en posesión del Organismo 

que recibe la solicitud, bien porque él mismo la ha elaborado o bien porque la ha 

obtenido en ejercicio de las funciones y competencias que tiene encomendadas. 
 

3. En cuanto al fondo del asunto, la Administración deniega la información alegando, 

en primer lugar, que podría afectar a los intereses económicos y comerciales, a 

que se refiere el artículo 14.1 h) de la LTAIBG, según el cual El derecho de 

acceso podrá ser limitado cuando acceder a la información suponga un perjuicio 

para los intereses económicos y comerciales. 

Sin embargo, no aclara suficientemente qué persona(s) o entidad(es) podrían 

resultar afectadas por publicar la información. Debemos entender que se refiere al  

laboratorio o a los laboratorios farmacéuticos que elaboran y comercializan el 

producto Truvada, aunque podrían ser también los propios intereses del 

Ministerio, lo que parece más improbable. 

Por su parte, la LTAIBG señala en su artículo 19.3 que Si la información solicitada 

pudiera afectar a derechos o intereses de terceros, debidamente identificados, se 

les concederá un plazo de quince días para que puedan realizar las alegaciones 

que estimen oportunas. El solicitante deberá ser informado de esta circunstancia, 

así como de la suspensión del plazo para dictar resolución hasta que se hayan 

recibido las alegaciones o haya transcurrido el plazo para su presentación. 

Esta obligación recae, pues, en el órgano que recibe la solicitud de acceso a la 

información. En el presente caso, la AEMPS no realizó esta solicitud de 

alegaciones a los laboratorios afectados en el momento procedimental oportuno, 

con la consiguiente suspensión del plazo para dictar resolución. De esta manera, 

la supuesta lesión a los intereses económicos y comerciales alegada por el 

Ministerio carece de las necesarias pruebas o indicios documentales que la hagan 

directamente aplicable. 

4. Respecto al derecho de información, el artículo 14 recoge los límites que atienden 

al equilibrio necesario entre la transparencia y la protección de otros bienes e 

intereses, públicos o privados, que pueden estar presentes en cada caso 

concreto. El artículo establece, en su apartado 1. h), que el derecho de acceso 

podrá ser limitado cuando acceder a la información suponga un perjuicio para los 

intereses económicos y comerciales. Asimismo, en su apartado 2, dispone que La 

aplicación de los límites será justificada y proporcionada a su objeto y finalidad de 

protección y atenderá a las circunstancias del caso concreto, especialmente a la 

concurrencia de un interés público o privado superior que justifique el acceso. 
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En este punto, debe citarse el Criterio Interpretativo CI/002/2015, de 24 de junio, 

de este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno que establece lo siguiente: 

El Consejo de Transparencia y Buen Gobierno viene observando una 

interpretación extensiva de los conceptos contenidos en determinados límites 

respecto de los cuales resulta conveniente identificar y precisar los criterios y 

condiciones que justifican su aplicación.  

Los límites a que se refiere el artículo 14 de la LTAIBG, a diferencia de los 

relativos a la protección de los datos de carácter personal, no se aplican 

directamente, sino que de acuerdo con la literalidad del texto del número 1 del 

mismo, “podrán” ser aplicados. 
 

De esta manera, los límites no operan ni automáticamente a favor de la 

denegación ni absolutamente en relación a los contenidos. 
 

La invocación de motivos de interés público para limitar el acceso a la información 

deberá estar ligada con la protección concreta de un interés racional y legítimo. 
 

En este sentido su aplicación no será en ningún caso automática: antes al 

contrario deberá analizarse si la estimación de la petición de información supone 

un perjuicio (test del daño) concreto, definido y evaluable. Este, además no podrá 

afectar o ser relevante para un determinado ámbito material, porque de lo 

contrario se estaría excluyendo un bloque completo de información. 
 

Del mismo modo, es necesaria una aplicación justificada y proporcional 

atendiendo a la circunstancia del caso concreto y siempre que no exista un interés 

que justifique la publicidad o el acceso (test del interés público). 
 

Por lo tanto, en el presente caso, la Administración, sin atender a dicho test, ha 

llegado a la conclusión, sin dar audiencia previa a los posibles afectados, de que 

si se da la información solicitada se produce un perjuicio a los intereses 

económicos y comerciales (se supone que de los laboratorios implicados).  
 

Sin embargo, este Consejo de Transparencia no comparte este punto de vista. La 

información solicitada hay que entenderla referida, por una parte, a la demanda 

ciudadana de consumo en el periodo diciembre 2000 – 2017, en número total de 

dosis por habitante/día, no incidiendo en el coste unitario de cada envase ni de 

todos ellos en su conjunto, sino en el número total de dosis del medicamento 

utilizados por cada consumidor final, con independencia de cuántos de ellos haya 

suministrado determinado laboratorio por individual al punto de venta, 

preservando, así, los intereses económicos y comerciales de los laboratorios 

productores. También se solicita información sobre el coste que ha supuesto para 

la Administración el tratamiento diario de cada consumidor final en el mismo 

período de tiempo, dato éste que, en absoluto, índice en la esfera económica o 

comercial de los laboratorios fabricantes y distribuidores.  
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De esta manera, se garantiza una información, no personalizada por cada 

laboratorio, que da cuentas al ciudadano de un sector crítico para la sociedad, 

como es el del uso y coste de medicamentos por un sector de la población, 

cumpliendo así el Ministerio con la obligación de dar cuentas a los ciudadanos, 

derivada de la LTAIBG y de su propia normativa específica en materia de 

garantías y uso racional de los medicamentos. En este sentido, debemos tener en 

cuenta que la finalidad de la LTAIBG es, según su Preámbulo,  conocer cómo se 

toman las decisiones que les afectan, cómo se manejan los fondos públicos o bajo 

qué criterios actúan nuestras instituciones, lo que coincide con las pretensiones 

del Reclamante. 
 

El MINISTERIO DE SANIDAD, SERVICIOS SOCIALES E IGUALDAD es 

responsable de garantizar a la sociedad, desde la perspectiva de servicio público, 

la calidad, seguridad, eficacia en el tratamiento de la salud de las personas. Para 

ello, desarrolla un amplio abanico de actividades, entre las que se encuentran la 

propuesta y ejecución de la política del Gobierno en materia de salud, de 

planificación y asistencia sanitaria y de consumo, así como el ejercicio de las 

competencias de la Administración General del Estado para asegurar a los 

ciudadanos el derecho a la protección de la salud. 

Por esa función que presta el Ministerio es por lo que se entiende también que 

existe, en el presente caso, un interés público superior  - la salud pública - que 

justifica que la información deba ser facilitada a quien lo solicita, aún a riesgo – 

poco probable – de que se suministre información que algún laboratorio pueda 

entender como confidencial o lesiva para sus intereses. 
 

5. Sentado lo anterior, debe valorarse la segunda de las alegaciones invocadas por 

la Administración, relativa a que resulta de aplicación, al presente caso, la 

Disposición Adicional Primera de la LTAIBG, que establece lo siguiente: "Se 

regirán por su normativa específica, y por esta Ley con carácter supletorio, 

aquellas materias que tengan previsto un régimen jurídico específico de acceso a 

la información". En este sentido, continua la Administración, la información sobre 

la Gestión de información sobre prestaciones farmacéuticas del Sistema Nacional 

de Salud está establecida en el artículo 106, punto 2, del Real Decreto Legislativo 

1/2015, de 24 de Julio, fija las condiciones para la aportación de la información por 

parte de la administraciones competentes del Sistema Nacional de Salud. 
 

Respecto a la aplicación de dicho precepto, debe tenerse presente el Criterio 

Interpretativo CI/008/2015, de 12 de noviembre, elaborado por este Consejo de 

Transparencia, cuyo contenido se resume a continuación: 

I. De acuerdo con el artículo 37 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 

Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 

Administrativo Común (LRJPAC), y, a partir de su entrada en vigor, la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas (LPCAP),  el derecho de los ciudadanos a 

acceder a la información pública, previsto en el artículo 105, letra c), de la 
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Constitución, se rige, primeramente por ésta y, en segundo lugar, por “la Ley 
de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno y demás 

leyes que resulten de aplicación”. 
 

De este modo la LTAIBG se configura en nuestro sistema jurídico como la 

norma básica en materia de acceso a la información pública, teniendo por su 

vinculación directa con la LRJPAC el mismo carácter básico de ésta y 

siendo, por tanto, aplicable a todas las Administraciones Públicas en los 

términos del artículo 149.1.18º de la Constitución (artículo 1 de la LRJPAC). 
 

II. El carácter de ley básica de la LTAIBG en esta materia tiene como 

consecuencia principal que las excepciones a su aplicación en materia de 

acceso a la información pública deben venir expresamente previstas y 

autorizadas por ella. 
 

III. Los apartados 2 y 3 de la disposición adicional primera de la LTAIBG 

contienen la única excepción prevista en la Ley para la aplicación de sus 

normas sobre ejercicio del derecho a la información.  
 

Esto es, además, especialmente evidente si se tiene en cuenta que, según 

la Directriz 39, letra b) de las Directrices de Técnica Normativa aprobadas 

por Acuerdo del Consejo de Ministros, de 22 de julio de 2005 y publicadas 

por Resolución de 28 de julio de 2005, de la Subsecretaría de Presidencia, 

las disposiciones adicionales de las normas deberán regular entre otras 

cuestiones “las excepciones, dispensas y reservas a la aplicación de la 

norma o de alguno de sus preceptos, cuando no sea posible o adecuado 

regular estos aspectos en el articulado”. De este modo, dado que las 

disposiciones adicionales en los textos normativos suponen una excepción 

respecto a lo previsto en la parte dispositiva que está formada por los 

artículos del cuerpo de la norma, parece claro que las únicas excepciones a 

la aplicación directa de las normas de la LTAIBG sobre acceso a la 

información son las previstas en su disposición adicional primera. 
 

IV. La disposición adicional primera de la LTAIBG vincula la aplicación 

supletoria de la Ley a la existencia de una norma específica que prevea y 

regule un régimen de acceso a la información, también específico. 
 

En consecuencia, sólo en el caso de que una norma concreta establezca un 

régimen específico de acceso a la información pública en una determinada 

materia o área de actuación administrativa, puede entenderse que las 

normas de la LTAIBG no son de aplicación directa y operan como normas 

supletorias. En opinión del Consejo, la mencionada disposición adicional 

tiene como objetivo la preservación de otros regímenes de acceso a la 

información que hayan sido o puedan ser aprobados y que tengan en cuenta 

las características de la información que se solicita, delimite los legitimados 

a acceder a la misma, prevea condiciones de acceso etc. Por ello, sólo 

cuando la norma en cuestión contenga una regulación específica del acceso 

a la información, por más que regule exhaustivamente otros trámites o 
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aspectos del procedimiento, podrá considerarse a la LTAIBG como 

supletoria en todo lo relacionado con dicho acceso. 
 

La interpretación contraria conduciría, adicionalmente, al absurdo de que 

sectores enteros de la actividad pública o determinados órganos territoriales 

quedaran exceptuados de la aplicación del régimen de acceso previsto en la 

LTAIBG, siendo ésta, como es, una ley básica y de general aplicación. En 

definitiva, solamente aquellos sectores u órganos que cuenten con una 

normativa que prevea un régimen específico de acceso a la información que 

los redactores de la LTAIBG han entendido necesario preservar, aplicarán 

directamente dicho régimen y siempre con ésta última como norma 

supletoria. 
 

V. Hay que tener en cuenta, finalmente, que la excepción prevista en la 

LTAIBG no realiza una enumeración taxativa de los procedimientos o áreas 

de actuación que cuentan con regímenes específicos, para no provocar, por 

ello, lagunas o introducir rigideces indebidas en el ordenamiento jurídico. 

Los regímenes mencionados en el apartado tres de su disposición adicional 

primera -el régimen específico de acceso a la legislación medioambiental,  

contenido en la Ley 27/2006, de 18 de julio, y el previsto en la Ley 37/2007, 

de 16 de noviembre, sobre reutilización de la información del sector público- 

lo son a título de ejemplo y admiten la consideración de otros sectores, entre 

ellos estaría el contenido en los artículos 23 a 32 del Real Decreto 

1708/2011, de 18 de noviembre, que establece el sistema de Archivos de la 

Administración General del Estado o las disposiciones que, en concreta 

normativa específica, prevean la reserva en el acceso cuando se den 

determinados condicionantes (secretos oficiales, secreto estadístico) y 

algunos otros. 
 

Por su parte, el Real Decreto Legislativo 1/2015, de 24 de Julio, por el que se 

aprueba el texto refundido de la Ley de garantías y uso racional de los 

medicamentos y productos sanitarios, dispone, en su artículo 106, lo siguiente: 

1. Al objeto de ejecutar las acciones necesarias para la valoración de la 

prescripción y de la política farmacéutica general, las Administraciones Públicas 

competentes facilitarán la información agregada o desagregada relativa al 

consumo de medicamentos tanto por receta como a nivel de centros hospitalarios 

y cualesquiera otros ámbitos incluidos dentro de la prestación farmacéutica del 

Sistema Nacional de Salud. Como mínimo, dicha información se presentará con 

periodicidad mensual; se facilitará desde las Consejerías responsables de las 

comunidades autónomas al Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, 

que efectuará la agregación y depuración correspondiente antes de hacerla 

pública. 

2. La información agregada resultante del procesamiento de las recetas del 

Sistema Nacional de Salud, incluyendo las de la Mutualidad de Funcionarios de la 

Administración Civil del Estado, las de la Mutualidad General Judicial y las de 

Instituto Social de las Fuerzas Armadas, es de dominio público, salvando siempre 
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la confidencialidad de la asistencia sanitaria y de los datos comerciales de 

empresas individualizadas. Su gestión corresponde a los Servicios de Salud de 

las comunidades autónomas en su ámbito territorial y a la Administración General 

del Estado en la información del conjunto del Sistema Nacional de Salud. 

Lo establecido en el párrafo anterior será, asimismo, de aplicación a la 

información relativa a las compras de medicamentos y de productos sanitarios 

realizadas a través de los correspondientes servicios de farmacia por los 

hospitales del Sistema Nacional de Salud. 

3. La información agregada resultante del procesamiento de las recetas a que se 

refiere el apartado anterior será tratada y remitida en formato electrónico por los 

organismos responsables del mismo. 

El Gobierno, mediante real decreto, establecerá el procedimiento de remisión de 

la información a las administraciones responsables de la gestión de la prestación 

farmacéutica de forma que permita aplicar a la factura mensual de cada oficina de 

farmacia, por recetas de medicamentos de uso humano fabricados industrialmente 

con cargo a fondos públicos de las comunidades autónomas y del Instituto 

Nacional de Gestión Sanitaria, MUFACE, ISFAS y MUGEJU, una escala conjunta 

de deducción sobre los márgenes aplicables. 

4. La información a que se hace referencia en este artículo será facilitada con 

periodicidad mensual y estará referida a un período no superior a los tres meses 

inmediatamente anteriores a la fecha en que sea facilitada. 

Aplicado dicho Criterio Interpretativo al presente caso, en conjunción con esta 

última norma específica en materia de garantías y uso racional de los 

medicamentos, se puede concluir lo siguiente: 

-  No resulta posible entender exceptuada de la aplicación del régimen de acceso 

previsto en la LTAIBG toda la materia relativa al uso ciudadano y al coste de 

los medicamentos comercializados en España, siendo dicha Ley, como es, de 

carácter básico y de general aplicación. 

- El citado Real Decreto Legislativo 1/2015, de 24 de Julio, obliga a la 

Administración a facilitar la información agregada o desagregada relativa al 

consumo de medicamentos tanto por receta como a nivel de centros 

hospitalarios y cualesquiera otros ámbitos incluidos dentro de la prestación 

farmacéutica del Sistema Nacional de Salud, como mínimo, con periodicidad 

mensual, siendo, por tanto, de dominio público, salvando siempre la 

confidencialidad de la asistencia sanitaria y de los datos comerciales de 

empresas individualizadas. 

- Asimismo, mediante Real Decreto se establecerá el procedimiento de remisión 

de la información a las administraciones responsables de la gestión de la 

prestación farmacéutica. Por lo tanto, no se prevé actualmente un específico 

procedimiento de acceso a la información por parte de  los ciudadanos, sino 
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únicamente una obligación (sin procedimiento) de facilitar información a las 

administraciones publicas interesadas. 

-  Dar la información que ahora se solicita no perjudica a la confidencialidad de 

los ciudadanos usuarios finales del medicamento, por cuanto no incide en sus 

datos personales, especialmente en los de salud. Toda la información 

requerida se interesa únicamente por el consumo del medicamento y por su 

coste para la Administración. 

- Tampoco se perjudican los datos comerciales de empresas individualizadas, tal 

y como se ha razonado en el Fundamento Jurídico anterior. 

En consecuencia, no resulta de aplicación la Disposición Adicional Primera, 

apartado 2, de la LTAIBG en el presente caso. 

6. Por todo lo anteriormente expuesto, este Consejo de Transparencia entiende que 

debe estimarse la presente Reclamación, por lo que la Administración debe 

facilitar al Reclamante la siguiente información: 
 

 La evolución del número de envases, DHD (dosis habitante día) y CTD (coste 

tratamiento día) en envases y evolución del importe, DHD (dosis habitante 

día) y CTD (coste tratamiento día) en importe del medicamento Truvada por 

año desde el año 2000 hasta hoy. 

 Si no fuera posible extraer esta información del medicamento Truvada, les 

solicitaría que me aportaran la misma información del principio activo código 

J05AF30. 

 

 

III. RESOLUCIÓN 
 

 

En atención a los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos descritos, procede  
 

PRIMERO: ESTIMAR la Reclamación presentada por    

, con entrada el 23 de mayo de 2017, contra la Resolución del 

MINISTERIO DE SANIDAD, SERVICIOS SOCIALES E IGUALDAD, de fecha 19 de 

mayo de 2017.  
 

SEGUNDO: INSTAR al MINISTERIO DE SANIDAD, SERVICIOS SOCIALES E 

IGUALDAD a que, en el plazo máximo de 15 días hábiles, remita a  

 la información referida en el Fundamento Jurídico 6 de la 

presente Resolución. 
 

TERCERO: INSTAR al MINISTERIO DE SANIDAD, SERVICIOS SOCIALES E 

IGUALDAD a que, en el mismo plazo máximo de 15 días hábiles, remita a este 

Consejo de Transparencia copia de la información remitida al Reclamante. 
 

De acuerdo con el artículo 23, número 1, de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 

Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, la Reclamación 
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prevista en el artículo 24 de la misma tiene la consideración de sustitutiva de los 

recursos administrativos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 112.2 de la 

Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas. 
 

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa, se podrá 

interponer Recurso Contencioso-Administrativo, en el plazo de dos meses, ante los 

Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo de Madrid, de conformidad con 

lo previsto en el artículo 9.1 c) de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la 

Jurisdicción Contencioso-Administrativa. 
 

LA PRESIDENTA DEL CONSEJO DE TRANSPARENCIA  
Y BUEN GOBIERNO 

Por suplencia (Resolución de 19 de junio de 2017) 
EL SUBDIRECTOR GENERAL DE TRANSPARENCIA  

Y BUEN GOBIERNO 
 

 

 

 

Fdo: Javier Amorós Dorda 
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